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CERTIORARI 
procedente del 
Tribunal de 
Primera Instancia, 

Sala de Arecibo 
 
Criminal Núm.: 

C LE2013G0368 
 

Sobre: 
ART. 3.1 Violencia 
Doméstica 

 

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González, y las 
Juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes. 

 
Surén Fuentes, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 10 de agosto de 2016. 

Comparece, por derecho propio, el señor Pedro Morales Valle 

(señor Morales o el peticionario), quien se encuentra ingresado en 

una institución correccional, mediante el recurso de certiorari de 

título presentado el 26 de abril de 20161. Solicita que se expida el 

auto y se revoque la Resolución Post Sentencia emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Arecibo (TPI), el 8 de abril 

de 2016, notificada el 12 del mismo mes y año. Mediante dicho 

dictamen se declara sin lugar su Moción presentada por derecho 

propio al amparo de la Ley 246-2014 en donde solicita la enmienda 

y corrección de la sentencia impuesta.  

Por los fundamentos que exponemos a continuación 

EXPEDIMOS el auto de certiorari y REVOCAMOS al TPI. 

I. 

 Por hechos ocurridos el 20 de noviembre de 2013 el 

Ministerio Público presenta acusaciones contra el señor Morales 

                                       
1 Fecha en la cual el recurso fue enviado por correo según consta del mata 

sellos. El mismo fue recibido en la Secretaría del Tribunal de Apelaciones el 27 
de abril de 2016. Véase por analogía la Regla 30.1(B) de nuestro Reglamento, 4 

LPRA Ap. XXII-B, R.30.1(B). 
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por una infracción al Artículo 3.2(d) (maltrato agravado cuando se 

cometiere en presencia de menores de edad; delito grave de tercer 

grado) de la Ley Núm. 54 de 5 de agosto de 1989, Ley para la 

Prevención de la Violencia Doméstica, según enmendada, 8 LPRA 

sec. 632 (Ley 54). 

Luego de los trámites y procesos correspondientes, se 

celebra un juicio en su fondo el 16 de enero de 2014. Surge de los 

autos que el señor Morales renuncia al derecho a juicio por jurado 

y además presenta Moción Sobre Alegación Preacordada. En 

relación al preacuerdo, éste consiste en que se enmiende la 

acusación de la infracción del Artículo 3.2(d) de la Ley 54 y se 

reclasifique el delito a una infracción al Artículo 3.1 de la Ley 54 

(maltrato; delito grave de cuarto grado), 8 LPRA sec. 631. Además 

sugiere una pena de tres (3) años. Así enmendada, el TPI da por 

leída la acusación y en su consecuencia lo declara culpable y 

convicto por la infracción del Artículo 3.1 de la Ley 54. No 

existiendo impedimento para que se dictara Sentencia, ese mismo 

día se dicta la misma y se le impone una pena de tres (3) años de 

reclusión a cumplirse consecutiva con cualquier otra pena que en 

Derecho proceda.  

En relación al caso de autos, el 11 de marzo de 2016, 

recibido por la Secretaría del TPI el 5 de abril de 2016, el señor 

Morales presenta Moción ante el TPI2. Mediante la misma le 

solicita al TPI que se le reduzca su sentencia en base a las 

enmiendas introducidas al Código Penal de 2012, por la Ley 246-

2014, conocida como la Ley de enmiendas significantes a la Ley 

Núm. 146 de 2012, Código Penal de Puerto Rico, la cual enmendó 

varios delitos del Código Penal de 2012 con el propósito de reducir 

sus respectivas penas. El 8 de abril de 2016, notificada el 12 de 

abril de 2016, el TPI declara sin lugar la Moción. 

                                       
2 La misma no tiene título.  
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 Inconforme, el señor Morales recurre ante este Tribunal 

mediante el recurso de epígrafe e invoca el principio de 

favorabilidad. A pesar de no delimitar de manera específica un 

“error” y titularlo de esa manera, en ajustada síntesis, el 

peticionario sostiene que incide el TPI al denegar su solicitud para 

la aplicación retroactiva de las enmiendas introducidas al Código 

Penal de 2012 por la Ley 246-2014. Argumenta que la Ley 246-

2014 redujo la pena establecida para la infracción al Artículo 3.1 

de la Ley 54; es decir, la pena para delitos menos grave. 

A los fines de auscultar nuestra jurisdicción, emitimos 

Resolución el 13 de junio de 2016 requiriéndole al TPI a elevar los 

autos originales en calidad de préstamo. Recibidos el 24 de junio 

de 2016, emitimos segunda Resolución el 28 de junio de 2016 en 

donde le requerimos a la Procuradora General el exponer su 

parecer sobre el recurso en un término de quince (15) días. Tras 

haberse recibido su comparecencia el 18 de julio del presente, 

estamos en posición de resolver. 

II. 

Conforme al principio de favorabilidad, procede la aplicación 

retroactiva de una ley penal cuando favorece a la persona 

imputada de delito. Pueblo v. Hernández García, 186 DPR 656 

(2012). El principio de favorabilidad quedó consagrado en el 

Artículo 4 del Código Penal de 1974, 33 L.P.R.A ant. sec. 3004. 

Véase, Pueblo v. González, 165 DPR 675 (2005). Posteriormente, el 

Artículo 9 del Código Penal de 2004, 33 L.P.R.A ant. sec. 4637, 

introdujo una disposición de más amplio alcance en cuanto al 

principio de favorabilidad. Véase además, Pueblo v. Torres Cruz, 

2015 TSPR 147, 194 DPR ____ (2015). 

Actualmente, dicho principio se encuentra regulado por el 

Artículo 4 del Código Penal de 2012, 33 LPRA sec. 5004, el cual 

dispone lo siguiente:  
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La ley penal aplicable es la vigente al momento de la 
comisión de los hechos. 

 
La ley penal tiene efecto retroactivo en lo que favorezca 

a la persona imputada de delito. En consecuencia, se 
aplican las siguientes normas: 
 

(a) Si la ley vigente al tiempo de cometerse el 
delito es distinta de la que exista al procesar 
al imputado o al imponerle la sentencia, se 

aplicará siempre la ley más benigna. 
 

(b) Si durante el término en que la persona está 
cumpliendo la sentencia entra en vigor una ley 
más benigna en cuanto a la pena o al modo de 

ejecutarla, se aplicará retroactivamente. 
 

(c) Si durante el término en que la persona está 
cumpliendo la sentencia entra en vigor una ley 
que suprime el delito, o el Tribunal Supremo 

emite una decisión que despenalice el hecho, la 
pena quedará extinguida y la persona liberada, 
de estar recluida o en restricción de libertad.  

 
En estos casos los efectos de la nueva ley o de la 

decisión judicial operarán de pleno derecho.  
 
Entiéndase entonces que el principio de favorabilidad se 

activa cuando se aprueba una ley posterior a la comisión del delito 

imputado y ésta es más beneficiosa para el acusado o confinado, 

salvo que exista una cláusula de reserva que impida su 

extensión retroactiva. (Énfasis nuestro). Pueblo v. González, 

supra.  

De igual forma, nuestro Tribunal Supremo recientemente 

atendió la aplicabilidad del principio de favorabilidad en los casos 

en donde -tal y como en el caso de autos- la pena impuesta resulta 

de una pena preacordada. En Pueblo v. Torres Cruz, supra, se 

resolvió que tanto las personas que resultaron convictas luego 

de la celebración de un juicio plenario como las que realizaron 

una alegación de culpabilidad preacordada pueden invocar el 

principio de favorabilidad. En dicho caso nuestro más alto foro 

reiteró los resuelto en Pueblo v. Santiago, 147 DPR 179 (2008), en 

cuanto a que las alegaciones preacordadas no son un contrato 

tradicional entre el acusado y el Estado, como tampoco un 

precontrato de oferta u opción de alegación entre las partes en el 
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cual alguna de ellas pueda exigir el cumplimiento específico en 

caso de incumplimiento. Se trata de un acuerdo de voluntades sui 

generis que depende para su consumación de la aprobación final 

del tribunal. 

Por su parte, la Regla 72 de Procedimiento Criminal, 34 

LPRA Ap. II, codifica los requisitos que se tienen que cumplir al 

realizar la alegación preacordada de manera que ésta pueda dar 

base a una sentencia condenatoria. Íd. Véase además, Pueblo v. 

Pérez Adorno, 178 DPR 946 (2010). Particularmente, esta Regla le 

concede al TPI la discreción para aprobar la alegación preacordada 

a la que haya llegado el Ministerio Público y la representación legal 

del imputado de delito. Pueblo v. Acosta Pérez, 190 DPR 823 

(2014).  

Dicha determinación se debe realizar mediante una 

evaluación de si: (1) la alegación fue hecha con pleno 

conocimiento, conformidad y voluntariedad del imputado; (2) ésta 

es conveniente a una sana administración de la justicia, y (3) se 

logró conforme a Derecho y a la ética. Pueblo v. Torres Cruz, supra; 

Pueblo v. Pérez Adorno, supra. Si el acuerdo no satisface dichos 

requisitos, entonces el Tribunal tiene que rechazarlo. Asimismo, el 

Tribunal debe asegurarse de que existe una base suficiente en los 

hechos para sostener que el acusado resultaría culpable más allá 

de duda razonable en caso de llevarse a cabo un juicio. Pueblo v. 

Torres Cruz, supra; Pueblo v. Suárez, 163 DPR 460 (2004). Al hacer 

una alegación de culpabilidad, el acusado no solo afirma haber 

realizado los actos descritos en la denuncia o acusación, sino que 

además acepta y admite que es el culpable del delito objeto de su 

alegación. Íd. 

Por otro lado, el Artículo 3.1 de la Ley 54, según enmendada 

por la Ley 23-2013 y vigente al momento de los hechos por los 
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cuales se sentencia al peticionario, tipifica el delito de maltrato 

como sigue: 

Toda persona que empleare fuerza física o violencia 
psicológica, intimidación o persecución en la persona 
de su cónyuge, ex cónyuge, o la persona con quien 

cohabita o haya cohabitado, o la persona con quien 
sostuviere o haya sostenido una relación consensual, o 
la persona con quien haya procreado un hijo o hija, 

independientemente del sexo, estado civil, orientación 
sexual, identidad de género o estatus migratorio de 

cualquiera de las personas involucradas en la relación, 
para causarle daño físico a su persona, a los bienes 
apreciados por ésta, excepto aquéllos que pertenecen 

privativamente al ofensor, o a la persona de otro o para 
causarle grave daño emocional, incurrirá en delito 

grave de cuarto grado en su mitad superior. 
  
El tribunal podrá imponer la pena de restitución, 

además de la pena de reclusión establecida. (Énfasis 
nuestro). 

 

En lo pertinente al recurso que nos ocupa, el Artículo 307(e) 

del Código Penal de 2012, 33 LPRA ant. sec. 5415, vigente al 

momento de los hechos y de la Sentencia del presente caso, 

establecía una cláusula de transición para la fijación de penas de 

delitos cometidos bajo leyes penales especiales que disponía en lo 

pertinente: 

Los delitos graves que se tipifican en leyes penales 

especiales bajo el sistema de clasificación de delitos 
de la Ley 149-2004, según enmendada, conocida como 

Código Penal del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 
y que no tengan pena estatuida, estarán sujetos a 
las siguientes penas, según sean ajustadas de 

conformidad con los agravantes y atenuantes 
aplicables: 
 

[……..] 
 

(e) Delito grave de cuarto grado- conllevará una 
pena de reclusión por un término fijo de tres (3) 
años. (Énfasis nuestro). 

 
Estando el señor Morales cumpliendo su pena se aprueba la 

Ley 246-2014, la cual enmienda el Artículo 307(e) del Código Penal 

de 2012 como sigue: 

Cláusula de transición para la fijación de penas en 

las leyes penales especiales. 
 

Los delitos graves que se tipifican en leyes penales 
especiales bajo el sistema de clasificación de delitos 
de la Ley 149-2004, según enmendada, conocida como 
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“Código Penal del Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico”, estarán sujetos a las siguientes penas, hasta 

que se proceda a enmendarlas para atemperarlas al 
sistema de sentencias fijas adoptado en el Código 

de 2012, según enmendado. 
 
[……..] 

 
(e) Delito grave de cuarto grado- conllevará pena de 
reclusión, restricción terapéutica, restricción 

domiciliaria, servicios comunitarios, o combinación de 
estas penas, por un término fijo que no puede ser 

menor de seis (6) meses, un (1) día, ni mayor de 
tres (3) años, según la presencia de atenuantes o 
agravantes a la pena. En tal caso, la persona puede 

ser considerada para libertad bajo palabra por la 
Junta de Libertad bajo palabra al cumplir el cincuenta 

(50) por ciento del término de reclusión impuesto. 
(Énfasis nuestro). Véase también, Artículo 183 de la 
Ley 246-2014. 

 
 Por su parte, y en cuanto a la fijación de la pena y la 

imposición de circunstancias agravantes y atenuantes, el Artículo 

67 del Código Penal de 2012, según enmendado por el Artículo 35 

de la Ley 246-2014, dispone expresamente lo siguiente: 

La pena será fijada de conformidad con lo 

dispuesto en cada Artículo de este Código. 

 

Excepto en delitos cuyo término de reclusión señalado 

en el tipo sea de noventa y nueve (99) años, el tribunal 

podrá tomar en consideración la existencia de 

circunstancias atenuantes y agravantes dispuestas en 

los Artículos 65 y 66 de este Código. En este caso, de 

mediar circunstancias agravantes, la pena fija 

establecida podrá ser aumentada hasta un veinticinco 

(25) por ciento; de mediar circunstancias atenuantes 

podrá reducirse hasta en un veinticinco (25) por ciento 

de la pena fija establecida.  

   

Cuando concurran circunstancias agravantes y 

atenuantes simultáneamente, el tribunal evaluará su 

peso, determinará si se cancelan entre sí, o si algunos 

atenuantes o agravantes deben tener mayor peso en el 

ejercicio de su discreción al sentenciar. 

 

Las circunstancias agravantes o atenuantes que la 

ley haya tenido en cuenta al tipificar el delito, al 

igual que las que son inherentes al mismo, no 

serán consideradas en la fijación de la pena. 

 

Las circunstancias agravantes o atenuantes que 

consisten en le ejecución material del delito o en los 

medios empleados para realizarlo, sirven únicamente 

para agravar o atenuar la responsabilidad de quien ha 
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tenido conocimiento de ellas en el momento de realizar 

o cooperar en el delito. 

 

Las circunstancias agravantes o atenuantes que se 

refieran al convicto en sus relaciones particulares con 

la víctima o en otra causa personal, sirven para 

agravar o atenuar la responsabilidad solo de aquél en 

quien concurran. (Énfasis nuestro). 

 

En relación a la aplicación del Artículo 67 del Código Penal 

de 2012, según fue enmendado por la Ley 246-2014, recuérdese 

que la aplicación de dicho Artículo no es automática y queda a 

discreción del juzgador determinar si procede o no la aplicación de 

circunstancias atenuantes.  

III. 

En su recurso de certiorari el señor Morales sostiene que 

incidió el TPI al denegar su solicitud de corrección de sentencia, ya 

que la Ley 246-2014, al enmendar el Artículo 307 del Código Penal 

de 2012, redujo la pena fija establecida para la infracción al 

Artículo 3.1 de la Ley 54. Argumenta que procede la aplicación del 

principio de favorabilidad establecido en el Artículo 4 del Código 

Penal de 2012, según enmendado por la Ley 246-2014, mediante 

la aplicación retroactiva de dicho Artículo 307, según enmendado. 

Le asiste la razón. De igual forma, la Oficina de la Procuradora 

General sostiene en su Escrito de Cumplimiento de Orden que en 

este caso procede la aplicación del principio de favorabilidad para 

propósitos de enmendar la pena. Veamos.  

Sabido es que el principio de favorabilidad se activa cuando 

una ley posterior es más beneficiosa para el acusado o confinado. 

Este beneficio se extiende de manera retroactiva, salvo que exista 

una cláusula de reserva; la cual es regulada por el Artículo 303 del 

Código Penal de 2012, 33 LPRA sec. 5412. Concerniente a dicha 

cláusula, el Artículo 303 fue enmendado por la Ley 246-2014 y 

ahora dispone, en lo pertinente, lo siguiente en torno a la 

aplicación de este Código y las leyes especiales:  
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La conducta realizada con anterioridad a la vigencia de 
este Código en violación a las disposiciones del Código 

Penal aquí derogado o de cualquier otra ley especial de 
carácter penal se regirá por las leyes vigentes al 

momento del hecho. 
 
En el caso de autos el señor Morales fue sentenciado a raíz 

de una alegación preacordada el 16 de enero de 2014 por hechos 

cometidos en el año 2013 a una pena fija de reclusión de tres (3) 

años por infracción al Artículo 3.1 de la Ley 54; un delito menos 

grave. Nótese que esta pena fija de tres (3) años por la infracción al 

Artículo 3.1 de la Ley 54 era la pena máxima contemplada por el 

Artículo 307(e) para delitos de cuarto grado sin la presencia de 

atenuantes o agravantes, lo cual podía incrementar o 

disminuir la pena fija de tres (3) años según fuera el caso.  

Ahora bien, estando el peticionario cumpliendo la Sentencia 

entra en vigor una ley más benigna en cuanto a la pena por delito 

grave de cuarto grado y el modo de ejecutarla. Reiteramos que la 

Ley 246-2014 enmendó el Artículo 307(e) del Código Penal de 2012 

sobre la cláusula de transición para la fijación de penas en las 

leyes penales especiales. Dicha enmienda establece que el delito 

grave de cuarto grado, en este caso la infracción al Artículo 3.1 de 

la Ley 54, tendrían una pena por un término fijo que no puede 

ser menor de seis (6) meses un (1) día ni mayor de tres (3) 

años, según la presencia de atenuantes o agravantes a la pena. 

Véase, Artículo 183 de la Ley 246-2014. Por lo tanto, ante la 

ausencia de una cláusula de reserva en la Ley 246-2014 que la 

impida, como cuestión de Derecho el peticionario correctamente 

invoca la aplicación retroactiva del principio de favorabilidad en 

cuanto a la imposición de una pena más benigna. 

De forma particular, y en lo referente a los agravantes, 

recuérdese que el Artículo 67 del Código Penal de 2012, según 

enmendado por el Artículo 35 de la Ley 246-2014, dispone que de 

mediar circunstancias agravantes la pena fija podrá ser 



 
 

 
KLCE201600798 

 

10 

aumentada hasta un veinticinco por ciento (25%). Es nuestra 

interpretación que, contrario a lo que disponía el Artículo 307(e) 

del Código Penal de 2012 antes de la enmienda que introdujo la 

Ley 246-2014, ahora la pena máxima de tres (3) años para delitos 

graves de cuarto grado -como lo es la infracción al Artículo 3.1 de 

la Ley 54- comprende obligatoriamente el aumento de veinticinco 

por ciento (25%) por la presencia de agravantes, pues la pena 

nunca podrá ser mayor de tres (3) años.  

Es decir, como consecuencia de la enmienda que hace el 

Artículo 183 de la Ley 246-2014 al Artículo 307(e) del Código Penal 

de 2012, la pena por un delito de cuarto grado no podrá ser mayor 

de tres (3) años, aún con agravantes. Por lo tanto, a raíz de estas 

enmiendas la Sentencia impuesta al señor Morales de una 

pena máxima de tres (3) años de reclusión contiene agravantes 

que no fueron probados. 

Teniendo presente que el señor Morales hizo alegación de 

culpabilidad y llegó a un preacuerdo, no surge de los autos que se 

hayan alegado -ni mucho menos que se probaran- agravantes. 

Recuérdese que en relación con los atenuantes, al igual que los 

agravantes, hay que solicitarlos y probarlos previo a la 

imposición de la pena. Véase la Exposición de Motivos de la Ley 

246-20143 y la Regla 162.4 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA 

Ap. II, R. 162.4. Véase además, Pueblo v. Santana Vélez, 177 DPR 

61 (2009).  

                                       
3 “En las enmiendas que proponemos al Código Penal de 2012 se aumenta la 

discreción judicial, pero se legislan criterios y mecanismos para que el Juez 

pueda ejercerla de manera justa. Por ello se mantiene el texto del Artículo 67 
que dispone, “el Tribunal podrá tomar en consideración la existencia de 

circunstancias atenuantes y agravantes dispuestas en los Artículos 65 y 66 de 

este Código”, bajo el entendido de que la imposición de circunstancias 

agravantes o atenuantes será discrecional del Tribunal. Además, se 

enmienda el Artículo 67 del Código de 2012 para proporcionar criterios que 
orienten la discreción judicial al imponer atenuantes y agravantes. En el 

ejercicio de su discreción al imponer sentencia el Juez considerará tanto 

los agravantes o atenuantes probados, como el informe presentencia y el plan 

de rehabilitación, si lo hubiere. Además, la reducción o aumento de la pena 

señalada en el tipo, de probarse atenuantes o agravantes, se dará dentro de un 

margen de discreción que puede fluctuar desde cero hasta un 25%, ya que de 
haber atenuantes y agravantes podrían cancelarse unos con otros.”  
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Si bien es cierto que la pena de tres (3) años está contenida 

dentro del intervalo de la pena prescrita en el Artículo 307(e) del 

Código Penal de 2012 según enmendado por la Ley 246-2014, la 

pena que cumple el señor Morales no se atempera al nuevo estado 

de Derecho vigente tras la aprobación de la Ley 246-2014, 

Conforme al nuevo estado de Derecho en cuanto a la fijación de 

penas de delitos cometidos bajo leyes penales especiales 

introducidas al Código Penal de 2012 bajo los Artículos 67 y 307(e) 

de dicho Código, forzoso es concluir que incidió el TPI al declarar 

sin lugar la moción recurrida. La denegatoria a la corrección de 

la sentencia es un error de Derecho que se traduce en una 

condena al peticionario a una pena máxima con agravantes sin 

que estos se solicitaran ni se probaran oportunamente a 

satisfacción del tribunal. Así, erró el foro primario al no reducirle 

el veinticinco por ciento (25%) de la pena máxima de tres (3) años 

por el cargo de infracción al Artículo 3.1 de la Ley Núm. 54, por el 

cual el señor Morales hizo alegación de culpabilidad.  

Por lo tanto, conforme a lo dispuesto en los Artículos 307(e) 

y 67 del Código Penal de 2012, según enmendados por la Ley 246-

2014, y los cuales aplican retroactivamente al peticionario en 

virtud del principio de favorabilidad, revocamos la Resolución 

recurrida.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, los cuales hacemos 

formar parte de esta Sentencia, EXPEDIMOS el auto certiorari y 

REVOCAMOS la Resolución recurrida, que denegó al peticionario 

su Moción por derecho propio en la que solicitó al foro a quo 

corregir y enmendar la Sentencia de reclusión de tres (3) años 

emitida el 16 de enero de 2014. 

En su consecuencia, por mandato expreso del Legislador 

mediante la aprobación de la Ley 246-2014, REVOCAMOS la 



 
 

 
KLCE201600798 

 

12 

Sentencia emitida por el TPI el 16 de enero de 2014 a los únicos 

efectos de ORDENAR al TPI a que enmiende su Sentencia conforme 

lo aquí resuelto y a tenor con los Artículos 307(e) y 67 del Código 

Penal de 2012, según enmendados por la Ley 246-2014 para que 

se reduzca en un veinticinco por ciento (25%) la pena de reclusión 

de tres (3) años impuesta al señor Morales por la infracción al 

Artículo 3.1 de la Ley 54.  

Ordenamos además al Pueblo de Puerto Rico, por conducto 

de la Procuradora General, a certificar al TPI en el término de cinco 

(5) días laborables, el tiempo de reclusión cumplido por el señor 

Morales desde su ingreso a la institución correccional hasta la 

fecha de emisión de esta Sentencia. En la eventualidad de que el 

señor Morales haya cumplido con la totalidad de la pena impuesta, 

luego de ésta haber sido enmendada conforme a lo aquí resuelto, 

proceda inmediatamente el TPI a expedir el correspondiente auto 

de excarcelación en beneficio del peticionario.  

Se ordena a la Secretaría de este Tribunal devolver junto con 

esta Sentencia los autos originales criminal número 

CLE2013G0368 al TPI, Sala de Arecibo.  

Adelántese de inmediato por telefax o correo electrónico 

a todas las partes; a la Oficina de la Procuradora General; a 

Vivian Fresse González, Secretaria Regional del Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Arecibo; y a la Hon. Heidi D. Kiess 

Rivera, Jueza del Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Arecibo. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

 
Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


